
24/11/21 16:28 Correo: Juzgado 03 Civil Circuito - Valle Del Cauca - Guadalajara De Buga - Outlook

https://outlook.office365.com/mail/inbox/id/AAQkADk2MmQzZGYyLTdkOWEtNDMzNy1iZTlmLTQ4ZjZkN2U3MGFmZQAQALnmbbiwYbtNv7abfpNehT… 1/1

RECURSO MEDIDA CAUTELAR EJECUTIVO 2021-104

ciro antonio ruiz casallas <ciruiz1961@hotmail.com>
Mié 24/11/2021 15:57
Para:  Juzgado 03 Civil Circuito - Valle Del Cauca - Guadalajara De Buga <j03ccbuga@cendoj.ramajudicial.gov.co>

REFERENCIA: PROCESO EJECUTIVO 
DEMANDANTE: INVERSIONES CASTRO Y GAMERO S.A. 
DEMANDADOS: GUSTAVO ADOLFO TORRES DUARTE Y OTRO 
RADICADO:    7611131030-03-2021-00104-00 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN EN CONTRA MEDIDA CAUTELAR

FAVOR CONFIRMAR ACUSE DE RECIBO.GRACIAS

Ciro Antonio Ruiz Casallas 
Abogado 
Celular 3102094234 



Ciro Antonio Ruiz Casallas 
Abogado 

Carrera 18 N° 45-04 Celular 3102094234 Correo electrónico: cruiz1961@hotmail.com 

 
 
 
 
 
 
 
SEÑOR 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE BUGA 
E.                                                     S.                                                         D.  
 

PROCESO:  EJECUTIVO  
DEMANDANTE: INVERSIONES CASTRO Y GAMERO S.A.S  

DEMANDADOS: GUSTAVO ADOLFO TORRES DUARTE Y OTROS.  
RADICADO: 76111310300320210010400  

ASUNTO: INTERPONGO RECURSO DE REPOSICION AUTO QUE 

DECRETO MEDIDA CAUTELAR  

 

CIRO ANTONIO RUIZ CASALLAS, mayor de edad, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 19.446.324 de Bogotá, abogado en ejercicio portador de la Tarjeta 

Profesional No. 147972 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, domiciliado en 

la ciudad de Neiva, en mi condición de apoderado judicial del señor GUSTAVO ADOLFO 

TORRES DUARTE, muy respetuosamente y dentro del término legal para hacerlo, me 

permito interponer recurso de reposición y en subsidio el de apelación, contra el 

auto que decreto la medida cautelar, preferido el 25 de octubre de 2021, teniendo en 

cuenta los siguiente:  

Sea lo primero indicar que el auto censurado  no se conoce desde  el extremo pasivo 

correspondiente a mi mandante, toda vez que a él  solo le fue notificada la demanda y sus 

anexos. Y si se hace el reproche al auto que decreto la  cautela,  este se da en virtud a 

que aparece en el estado del 25 de octubre de 2021, pero no se tiene conocimiento de su 

contenido ni alcances.  

Ahora bien, en el entendido que esa agencia judicial realizo la actuación;  me  referiré  a 

los aspectos por los cuales no se puede decretar la medida  con la cual el actor pretende 

constreñir a mi mandante.  

1. Si bien en el hecho número 8 del libelo, el demandante afirma que:  “Los miembros de 
la unión temporal son responsables solidariamente de las obligaciones adquiridas por 
dicha unión temporal” , se le señala al despacho que el contrato celebrado con la Unión 
Temporal GMP, de la cual es integrante el Señor GUSTAVO ADOLFO TORRES DUARTE, 
con el patrimonio autónomo denominado FONDO DE FINANCIAMIENTO DE LA 
INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA FFIE, representado por ALIANZA FIDUCIARIA S.A., 
sociedad de servicios financieros legalmente constituida, quien actúa en nombre y 
representación del CONSORCIO FFIE ALIANZA BBVA, consorcio que actúa única y 
exclusivamente en su calidad de vocero y administrador del patrimonio autónomo 
denominado FONDO DE FINANCIAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA FFIE, 
constituido mediante contrato Nro. 1380 del 22 de octubre de 2015 suscrito entre el 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y el CONSORCIO FFIE ALIANZA BBVA, no se 
ajusta al estatuto de contratación pública.   
 
De lo dicho en el anterior párrafo se infiere entonces que en el contrato que suscribieron 
las partes precitadas, la solidaridad predicada por el actor se desvanece, tal y como lo 
define el máximo órgano de la jurisdicción contenciosa administrativa en reciente 
jurisprudencia:  
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CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN 

TERCERA SUBSECCIÓN A, consejero ponente: JOSÉ ROBERTO SÁCHICA 

MÉNDEZ Bogotá, D.C., veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020) 

Expediente: 47001233100020070041501 (41.277) 

 (…) las normas relativas a la capacidad jurídica de los consorcios y de las uniones 

temporales constituyen una de las materias particularmente reguladas en la Ley 80 de 

1993 y, por tanto, son aplicables a los contratos que se rigen por esa normativa, al paso 

que frente a los contratos que están exceptuados de ella, salvo que la propia ley disponga 

otra cosa, los artículos 6 y 7 no son aplicables y, por lo mismo, a fuerza de 

conclusión, tampoco el criterio adoptado en la sentencia de unificación. 

La conformación de uniones temporales tiene su fundamento en el derecho de asociación, 
libertad de empresa y, por supuesto, en el principio de la autonomía de la voluntad 
privada, pero no en una norma expresa que la autorice con alcance similar al 
fijado en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.  
 
2.De acuerdo a este precedente jurisprudencial, no es verdad entonces que se pueda 
demandar solidariamente a los integrantes de la unión temporal y como en el caso de mi 
mandante, tenga él que responder por los desaciertos y vicios del otro integrante de la 
unión.  
 
Tampoco es procedente la medida en contra de mi procurado en virtud a que el 16 de 
enero de 2020 mediante documento privado, GUSTAVO ADOLFO TORRES DUARTE le 
cedió a título oneroso, como integrante de la Unión Temporal GMP representada por el 
señor GUSTAVO ANTONIO MARTINEZ PETRO, su participación que tenía en dicha unión y 
que correspondía al 40%;  dicha sesión la hizo a la empresa GMP INGENIEROS SAS que 
era titular del otro 60% en la Unión.   
 
3.Haciendo un análisis cronológico encontramos que la cesión aludida en líneas anteriores 
se efectivizo en la fecha mencionada (16-01-2020), sin embargo el representante legal 
suscribió el contrato de obra  2020-17 el 2 de febrero de 2021 y el contrato de obra  
2021-20 el 25 de marzo de 2021, es decir 13 y 14 meses después de haberse hecho la 
cesión. 
 
4.No obstante lo anterior el ejecutante emite las  facturas que tienen la orden de apremio 
el día 13 de abril de 2021.  
 
Así las cosas, esa condición de cedente ubica a mi poderdante en un estadio muy 
diferente al que pretende colocarlo el actor. Porque si se firmaron los contratos y se 
emitieron las facturas adosadas como títulos valores, estas operaciones se concretaron sin 
la participación de GUSTAVO ADOLFO TORRES DUARTE, como integrante de la Unión 
Temporal GMP.  
 
5.Ahora bien, el mismo contrato de cesión de derechos económicos contempla en la 
cláusula séptima el compromiso de la firma GMP INGENIEROS S.A.S cesionaria en dicho 
documento, a mantener indemne a mi procurado de cualquier reclamación, demanda 
investigaciones civiles etc.. derivadas de los contratos firmados con el Patrimonio 
Autónomo precitado.       
 
Baste lo anterior para indicar,  que no podía demandarse a mi procurado ni mucho menos 
oprimirlo con la medida cautelar que  su despacho a decretado y de la cual, como lo 
exprese en líneas anteriores no se conoce su contenido y alcance.   
 
Adicionalmente, El día 22 de octubre de 2015 se perfeccionó el contrato 1380 de 2015, 

suscrito entre el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y el CONSORCIO FFIE ALIANZA 

BBVA, identificado con el NIT 900.900.129-8, conformado por ALIANZA FIDUCIARIA S.A, 
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con NIT 860.531.315-3 y la fiduciaria BBVA ASSET MANAGEMENT S.A SOCIEDAD 

FIDUCIARIA con NIT 860.048.608-5. 

El contrato 1380 de 2015 tiene como objeto “administrar y pagar las obligaciones que se 

deriven de la ejecución del plan nacional de infraestructura educativa, a través del objeto: 

patrimonio autónomo constituido con los recursos transferidos del fondo de infraestructura 

educativa preescolar, básica y media, creado por el artículo 59 de la Ley 1753 del 9 de 

junio de 2015. 

El FFIE legalmente es un patrimonio autónomo con recursos estatales que se rige por el 

derecho privado. 

El Consejo de Estado ha dicho que, en las leyes civiles, comerciales y financieras, que son 

las que integran el régimen jurídico de los patrimonios autónomos públicos, no hay una 

regulación especial sobre consorcios y uniones temporales. Estas uniones se consideran 

una modalidad atípica de los denominados contratos de colaboración, en virtud de los 

cuales dos o más personas convienen aunar esfuerzos con un determinado objetivo 

consistente, por lo general, en la construcción de una obra o en la prestación de un 

servicio, sin que establezca una sociedad entre ella. La conformación de uniones 

temporales tiene su fundamento en el derecho de asociación, libertad de empresa y, por 

supuesto, en el principio de la autonomía de la voluntad privada, pero no en una norma 

expresa que la autorice con alcance similar al fijado en el Estatuto General de Contratación 

de la Administración Pública. 

Estos esquemas de colaboración carecen de capacidad de goce y, por ello, tampoco tienen 

capacidad para aducir la titularidad del derecho de acción inmerso en las pretensiones de 

una demanda, tal como lo determina la jurisprudencia precitada y que complemento para 

hacer claridad a lo argumentado.  

(…) 

Adviértase, además, que la conclusión expresada en el párrafo anterior no contradice la 

sentencia de unificación. Por el contrario, en ella se destacó que “allí radica la importante 

diferencia que se registra entre la inexistencia de regulación sobre la materia en los 

Códigos Civil y de Comercio, en contraste con la norma especial, de Derecho Público, que 

de manera expresa dota a los consorcios y a las uniones temporales de capacidad, 

suficiente y plena, para celebrar contratos con las entidades estatales, por manera que su 

significado va más allá de la simple previsión, en tal caso inane e innecesaria, de limitarse 

a contemplar la posibilidad de que en los contratos estatales la parte privada pueda estar 

integrada por más de una persona, natural o jurídica (negrillas fuera de texto). 

Aclarado este punto, la Sala procede a determinar si la Unión Temporal demandante tenía 

capacidad para ser parte en el proceso, teniendo en cuenta que los artículos 6 y 7 de la 

Ley 80 de 1993 no integraron el régimen jurídico del contrato. Este análisis supone revisar 

las reglas que, en el ámbito del derecho privado, presiden la formación de los consorcios y 

de las uniones temporales. 

En las leyes civiles, comerciales y financieras, que son las que integran el régimen jurídico 

al que quedó sometido el contrato entre FONADE y los integrantes de la Unión Temporal, 

no hay una regulación especial de las uniones temporales. Estas uniones se consideran 

una modalidad atípica de los denominados contratos de colaboración, en virtud de los 

cuales dos o más personas convienen aunar esfuerzos con un determinado objetivo 

consistente, por lo general, en la construcción de una obra o en la conformación de 

uniones temporales tiene su fundamento en el derecho de asociación, libertad de empresa 

y, por supuesto, en el principio de la autonomía de la voluntad privada, pero no en una 
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norma expresa que la autorice con alcance similar al fijado en el Estatuto General de 

Contratación de la Administración Pública. 

Como ha dicho la Corte Suprema de Justicia, el consorcio –y lo mismo vale para la unión 

temporal– es el resultado de la conjunción de esfuerzos de naturaleza técnica, económica 

y tecnológica que diferentes personas, naturales o jurídicas, ponen al servicio de una 

causa común. La unión temporal no constituye una persona jurídica, sino que los sujetos 

que la conforman conservan, de manera independiente y autónoma, su organización, por 

lo que no hay confusión patrimonial39. Los titulares prestación de un servicio, sin que 

establezca una sociedad entre ellas de los derechos, obligaciones e intereses que tienen 

su fuente en el contrato –las partes del negocio– son los integrantes de la unión temporal, 

y no ésta, pues no es un centro de imputación jurídica40, más allá de las reglas atinentes 

a la forma, modo y tiempo en el cumplimiento de las obligaciones que por virtud del 

convenio de colaboración se imponen de cara al contrato que suscriben. 

Con base en lo expuesto,  solicito se revoque el auto que decreto la medida 
cautelar o en su defecto conceder el recurso de alzada.   
 

 
ANEXOS 

 
 
Copia del contrato del 16 de enero de 2020 de la cesión de derechos económicos realizada 
por mi mandante a la cesionaria GMP INGENIEROS SAS.   
 
 
Del Señor Juez,  
 
 
 
 
CIRO ANTONIO RUIZ CASALLAS 
C.C. 19.446.324 de Bogotá. 
T.P. 147972 del C. S. de la J.     






























